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25412 LEY 53/2002, de 30 de diciembre, de Medi-
das Fiscales, Administrativas y del Orden
Social.

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo

vengo en sancionar la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

La Ley de Presupuestos Generales del Estado para
el año 2003 establece determinados objetivos de política
económica, cuya consecución hace necesario o conve-
niente la aprobación de diversas medidas normativas
que permiten una mejor y más eficaz ejecución del pro-
grama del Gobierno, en los distintos ámbitos en que
aquél desenvuelve su acción.

Éste es el fin perseguido por la presente Ley que,
al igual que en años anteriores, recoge distintas medidas
referentes a aspectos tributarios, sociales, de personal
al servicio de las Administraciones públicas, de gestión
y organización administrativa, y de acción administrativa
en diferentes ámbitos sectoriales.

II

En materia tributaria ha de tenerse en cuenta que
en el año 2003 entrará en vigor la segunda reforma
tributaria llevada a cabo por el Gobierno en materia de
imposición directa mediante la modificación del Impues-
to sobre la Renta de las Personas Físicas. Asimismo,
la reforma de la tributación local, que será objeto de
modificación en norma independiente, permitirá adecuar
la financiación de las Entidades locales al principio de
suficiencia financiera, cerrando de este modo la reforma
financiera territorial una vez entrado en vigor el nuevo
sistema de financiación de las Comunidades Autónomas
y las Ciudades con Estatuto de Autonomía.

En el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones se
incluyen algunas modificaciones de carácter técnico y
que permiten una mejor gestión del impuesto. Así, se
introducen modificaciones que afectan a la tributación
del derecho de nuda propiedad, así como al cálculo de la
base liquidable en el supuesto de acumulación de dona-
ciones y, por último, se aclaran los supuestos de res-
ponsabilidad subsidiaria de determinados intermediarios.

Las modificaciones en la imposición indirecta que se
incluyen en la Ley de Medidas fiscales, administrativas
y del orden social son de carácter técnico o vienen exi-
gidas, nuevamente, por la normativa comunitaria, como
son las que afectan al Impuesto sobre el Valor Añadido,
al Impuesto General Indirecto Canario y a los Impuestos
Especiales.

En el Impuesto sobre el Valor Añadido, la mayor parte
de las modificaciones introducidas en la Ley del impuesto
se derivan de la adaptación del derecho interno a las
Directivas Comunitarias sobre comercio electrónico y
servicios de radiodifusión y televisión y sobre facturación.
En transposición de la Directiva 2002/38/CE, se regula
un nuevo régimen especial aplicable a determinados ope-
radores no comunitarios que presten servicios de comer-
cio electrónico y se concretan las reglas de localización
aplicables a los servicios de comercio electrónico y a
los de radiodifusión y televisión. En cuanto a las dis-
posiciones sobre facturación, se realizan las adaptacio-
nes necesarias para recoger las líneas básicas de la
Directiva 2001/115/CE, que armoniza y simplifica en

el ámbito comunitario las condiciones y contenido de
la facturación en el Impuesto sobre el Valor Añadido,
lo que permitirá un ulterior desarrollo reglamentario en
el que se transponga a nuestro Derecho el contenido
de la misma.

Además de las anteriores medidas, se introducen
diversas mejoras técnicas en el impuesto, entre las que
cabe destacar la relativa a la sistematización de las reglas
especiales de localización de las prestaciones de servi-
cios. Asimismo, se especifican las particularidades que
afectan al derecho a la deducción en el régimen especial
simplificado, así como al régimen especial de la agri-
cultura, ganadería y pesca.

En el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y
Actos Jurídicos Documentados, se introducen algunas
modificaciones también de carácter técnico. Se clarifican
las normas relativas a la base imponible en los préstamos
hipotecarios o con otra garantía y en los supuestos de
posposición y mejora de las hipotecas en lo relativo a
la cuota gradual de los documentos notariales. Se cla-
rifica, igualmente, la exigibilidad de la cuota gradual del
concepto de actos jurídicos documentados para docu-
mentos notariales inscribibles en el Registro de Bienes
Muebles. Se suprime el hecho imponible relativo al con-
cepto de actos jurídicos documentados en las copias
de escrituras que documentan el cambio de valor de
las acciones o el cambio de su condición de nominativas
o al portador y, por último, se establece la obligación
de nombrar representante por parte de los contribuyen-
tes no residentes fijando como domicilio fiscal de éstos,
en caso de no designar representante, el inmueble objeto
de la transmisión.

En el ámbito de los Impuestos Especiales se especifica
que no se considerará exportación la salida del ámbito
territorial comunitario de los carburantes contenidos en
los depósitos normales de vehículos y contenedores con
ocasión de su salida del referido ámbito. Se modifican
los tipos impositivos de Impuesto sobre Hidrocarburos
para reducir el tipo impositivo aplicable al gas licuado
del petróleo utilizado como carburante de uso general
y se reduce el tipo impositivo del queroseno utilizado
como combustible de calefacción.

Con vigencia hasta finales de 2012 se establece para
los llamados «biocarburantes» un tipo cero del Impuesto
sobre Hidrocarburos. Esta medida, conjuntamente con
las modificaciones normativas que puedan introducirse
en el plazo máximo de seis meses relativas a la calidad
de estos productos y a la seguridad de las instalaciones
necesarias para su utilización en mezclas directas con
carburantes fósiles, pretende fomentar la utilización de
estos carburantes de origen agrícola o de origen vegetal.
En efecto, por la vía de la supresión del Impuesto sobre
Hidrocarburos, se compensa el de momento mayor coste
de la producción de los biocarburantes que, en cambio,
presentan evidentes ventajas medioambientales y ener-
géticas frente a los carburantes fósiles convencionales.

Por último, se traspone al ordenamiento interno lo
establecido en la Directiva 2002/10/CE del Consejo,
de 12 de febrero de 2002, en lo referente a la definición
de cigarros y cigarritos.

En el Impuesto sobre las Ventas Minoristas de deter-
minados hidrocarburos las modificaciones consisten en
la eliminación del ámbito objetivo del impuesto del que-
roseno utilizado como combustible de calefacción, así
como de determinados aditivos para carburantes dada
su exigua recaudación en comparación con el coste de
gestión de la exigencia del impuesto en relación con
dichos productos.

En cuanto al Régimen Económico y Fiscal de Canarias,
las medidas introducidas afectan, de un lado, al Arbitrio
sobre Importaciones y Entregas de Mercancías en Cana-
rias y, de otro, al Impuesto General Indirecto Canario.
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En materia de gestión financiera, en primer lugar, se
modifican diversos preceptos del texto refundido de la
Ley General Presupuestaria, aprobada por Real Decreto
legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre.

Se elimina la posibilidad de imputar al presupuesto
obligaciones reconocidas durante el mes de enero
siguiente al ejercicio correspondiente a dicho presupues-
to. Se recoge así con carácter indefinido lo previsto en
la disposición adicional segunda de las Leyes de Pre-
supuestos Generales del Estado para los años 2001 y
2002, para aquellos ejercicios.

En consonancia con lo dispuesto en la Ley 21/2001,
de 27 de diciembre, por la que se regulan las medidas
fiscales y administrativas del nuevo sistema de finan-
ciación de las Comunidades Autónomas de régimen
común y las Ciudades con Estatuto de Autonomía, que
prevé que el procedimiento para la determinación de
las entregas a cuenta y liquidación definitiva de deter-
minados impuestos se realice como devolución de ingre-
sos en los distintos conceptos, se incluye tal posibilidad
como excepción al principio de presupuesto bruto.

En materia de modificaciones presupuestarias, para
adecuar el texto refundido de la Ley General Presupues-
taria a las innovaciones contenidas en la Ley 18/2001,
de 12 de diciembre, General de Estabilidad Presupues-
taria en la materia, se elimina la posibilidad de realizar
ampliaciones de crédito por ingresos afectados, supues-
tos que se tratan como generaciones de crédito al igual
que las reposiciones como consecuencia de pagos inde-
bidos que actualmente se contemplan como reintegros.

Además se da nueva regulación a la apertura de cuen-
tas de situación de fondos del Tesoro Público en el exte-
rior a nombre de las Embajadas, Representaciones Per-
manentes, Consulados de España y órganos de la Agen-
cia Española de Cooperación Internacional. Por último,
se actualizan las competencias de la Intervención Gene-
ral de la Administración del Estado como centro directivo
de la contabilidad pública, y la regulación de la obli-
gación de suministrar información a la Intervención
General de la Administración Estado, en consonancia
con las competencias para elaborar el informe sobre
el grado de cumplimiento del objetivo de estabilidad pre-
supuestaria que a dicho órgano superior le atribuye la
Ley General de Estabilidad Presupuestaria.

Se modifica la Ley 21/2001, de 27 de diciembre,
por la que se regulan las medidas fiscales y adminis-
trativas del nuevo sistema de financiación de las Comu-
nidades Autónomas de régimen común y Ciudades con
Estatuto de Autonomía, introduciendo diversas mejoras
de carácter técnico.

En lo concerniente a la gestión en materia de con-
tratación, se modifica el texto refundido de la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado
por Real Decreto legislativo 2/2000, de 16 de junio,
añadiendo una disposición adicional que permite a los
órganos de contratación crear registros de licitadores.
Asimismo, se modifica la Ley 26/1999, de 9 de julio,
de Medidas de apoyo a la movilidad geográfica de los
miembros de las Fuerzas Armadas, regulando determi-
nados aspectos del régimen de los contratos de arren-
damiento de las viviendas militares.

En lo que atañe a la gestión en materia de Patrimonio
del Estado, se modifica el texto articulado de la Ley de
Bases del Patrimonio del Estado, aprobada por Decreto
1022/1964, de 15 de abril.

Se recoge el principio de libertad de pacto respecto
de los negocios jurídicos que afecten a bienes y derechos
del Patrimonio del Estado, se establece que la condición
o modo de afectación a determinado destino impuesto
a las donaciones realizadas a favor del Estado, se enten-
derá cumplido y consumado cuando durante treinta años
hubiera servido al citado destino. Se regulan los arren-

damientos con opción de compra, se da nueva regulación
a la enajenación de bienes litigiosos y se establece la
formalización en documento administrativo de la cesión
de bienes, que será título suficiente para su inscripción
en el Registro de la Propiedad.

Asimismo, se regula la cesión gratuita de bienes
inmuebles a otras Administraciones, Organismos o Ins-
tituciones públicas o privadas sin ánimo de lucro, cuando
no hubiera sido posible venderlos o permutarlos, o cuan-
do razonablemente pueda preverse que en caso de venta
su valor sería inferior al 25 por 100 del que tuvieran
al momento de su adquisición. Por último, se regula la
mutación de destino de bienes muebles entre distintos
departamentos de adscripción.

En lo atinente a la organización administrativa, se
incluyen normas relativas al régimen de distintos órganos
de la Administración General del Estado, de Organismos
públicos y de sociedades mercantiles estatales.

Se modifica la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Orga-
nización y Funcionamiento de la Administración General
del Estado, previendo la posibilidad de crear Subdele-
gaciones del Gobierno en las Comunidades Autónomas
uniprovinciales, atendiendo a las especiales circunstan-
cias que concurran en aquéllas, tales como la población
del territorio, el volumen de gestión o sus singularidades
geográficas, sociales o económicas. Además, se modifica
la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica
Gratuita, en lo concerniente a la composición de la Comi-
sión Central de Asistencia Jurídica Gratuita, así como
las Comisiones de Asistencia Jurídica provinciales, de
las islas con partidos judiciales, y de las Ciudades Autó-
nomas de Ceuta y Melilla; se prevé la posibilidad de
que la Agencia Española de Cooperación Internacional
pueda delegar el ejercicio de las competencias que le
atribuye la Ley en las misiones diplomáticas y oficinas
consulares de España; se amplía el ámbito de las fun-
ciones formativas atribuidas al Centro de Estudios Jurí-
dicos de la Administración de Justicia, y se modifica
el régimen jurídico de la Entidad Pública Empresarial
Aeropuertos Españoles y Navegación Aérea, atribuyén-
dole competencias para gestionar los aeródromos, heli-
puertos y demás superficies aptas para el transporte
aéreo que se le encomiende.

Asimismo, se modifica el régimen jurídico de la «So-
ciedad Estatal de Gestión Inmobiliaria de Patrimonio,
Sociedad Anónima» (SEGIPSA), y de la «Empresa de
Transformación Agraria, Sociedad Anónima» (TRAGSA).

VI

El Título V de la Ley contiene previsiones relativas
a diversos aspectos de la acción administrativa sectorial,
entre las que cabe reseñar las siguientes:

En cuanto a la acción administrativa en materia de
ordenación económica, en lo que se refiere a seguros,
se introducen diversas modificaciones en la Ley
87/1978, de 28 de diciembre, de Seguros Agrarios Com-
binados. En materia de energía, se establece que «Red
Eléctrica de España, Sociedad Anónima», tendrá derecho
de adquisición preferente sobre las instalaciones de
transporte autorizadas, en el caso de que los titulares
propietarios de las mismas pretendieran venderlas a
otras empresas que reúnan los requisitos legales nece-
sarios para desarrollar la actividad de transporte en Espa-
ña. Además, en materia monetaria, se modifica la Ley
10/1975, de 12 de mayo, de regulación de moneda
metálica, en lo que atañe al régimen de infracciones
y sanciones administrativas en relación con la alteración
de la moneda metálica, manipulación de monedas para
realización de artículos de orfebrería o joyería, y uso
industrial de las mismas.
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Alcohol y Bebidas Derivadas, sobre Hidrocarburos
y sobre Labores del Tabaco.

c) El rendimiento del año 2003 correspondien-
te a la cesión del 100 por 100 de la recaudación
líquida por el Impuesto sobre la Electricidad.

d) El rendimiento del año 2003 correspondien-
te a la recaudación por el Impuesto Especial sobre
Determinados Medios de Transporte.

e) El rendimiento del año 2003 correspondien-
te a la recaudación por el Impuesto sobre las Ventas
Minoristas de Determinados Hidrocarburos.

f) La parte del Fondo de Suficiencia del año
2003 que corresponda a la financiación de los servi-
cios de asistencia sanitaria de la Seguridad Social.»

Artículo 69. Aplicación a presupuesto del saldo de ope-
raciones por reembolsos de gastos de asistencia sani-
taria en aplicación de normas de Seguridad Social.

El saldo neto de los cobros y pagos, cuya gestión
está encomendada al Instituto Nacional de la Seguridad
Social, integrado por la diferencia entre el cobro de la
asistencia sanitaria prestada durante la estancia tem-
poral o residencia habitual en España, a asegurados en
países de la Unión Europea, Espacio Económico Europeo
u otros Estados con los que España tenga suscrito un
convenio que incluya la asistencia sanitaria en su campo
de aplicación material y el pago de la asistencia sanitaria
prestada a asegurados en España durante estancia tem-
poral o residencia habitual en alguno de los países cita-
dos, una vez deducido el coste de dicha gestión, se apli-
cará al Presupuesto del Estado durante el mes de febrero
del ejercicio siguiente al que se refiere el saldo, inclu-
yendo el total de operaciones efectuadas desde la última
liquidación.

Artículo 70. Generación de crédito del Ministerio de
Justicia.

Para atender necesidades derivadas de la actividad
normativa del Ministerio de Justicia se podrá generar
crédito en los estados de gastos de la Sección 13, Pro-
grama 141B y Programa 142A, en función de los ingre-
sos trimestrales procedentes de los rendimientos de las
cuentas de depósitos y consignaciones judiciales, por
el importe de la diferencia entre las liquidaciones que
efectúe la entidad adjudicataria del contrato de servicios
de apertura y gestión de cuentas de depósitos y con-
signaciones judiciales, y la cantidad que resulte de aplicar
a los saldos promedios mensuales el tipo de interés «Eu-
ribor a un mes» que corresponda.

SECCIÓN 2.a GESTIÓN EN MATERIA DE CONTRATACIÓN

Artículo 71. Modificación del texto refundido de la Ley
de Contratos de las Administraciones Públicas, apro-
bado por Real Decreto legislativo 2/2000, de 16 de
junio.

Se modifican los siguientes preceptos del texto refun-
dido de la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas, aprobado por Real Decreto legislativo 2/2000,
de 16 de junio.

Uno. Se añade un nuevo párrafo, el d), al artículo
39 del texto refundido de la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas, con la siguiente redacción:

«d) En los concursos celebrados al amparo del
artículo 183.1 y el 199 de la presente Ley de Con-
tratos de las Administraciones Públicas.»

Dos. Se añade una nueva disposición adicional, la
decimoquinta, al texto refundido de la Ley de Contratos

de las Administraciones Públicas, con la siguiente redac-
ción:

«Disposición adicional decimoquinta. Registros
de licitadores.
1. El órgano de contratación podrá crear regis-

tros de licitadores en los que las empresas podrán
inscribirse voluntariamente, aportando la documen-
tación acreditativa de su personalidad y capacidad
de obrar, así como, en su caso, la que acredite
la representación de quienes pretendan actuar en
su nombre.

2. Los certificados expedidos por dichos regis-
tros eximirán de presentar, en cada concreta lici-
tación, los documentos acreditativos de los requi-
sitos reseñados en el apartado anterior.

3. En la Administración General del Estado, sus
Organismos autónomos, entidades gestoras y servi-
cios comunes de la Seguridad Social y demás enti-
dades públicas estatales, el Ministerio de Hacienda
podrá establecer los mecanismos de coordinación
entre los registros previstos en esta disposición al
objeto de posibilitar su utilización por los distintos
órganos de contratación.»

Tres. La disposición transitoria segunda del texto
refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas, aprobado por Real Decreto legislativo 2/2000,
de 16 de junio, queda redactada como sigue:

«Disposición transitoria segunda. Fórmula de revi-
sión.
El Gobierno antes de 30 de junio de 2003 apro-

bará las fórmulas tipo de revisión a que se refiere
el artículo 104. Hasta tanto que se aprueben dichas
fórmulas, seguirán aplicándose las aprobadas por
el Decreto 4650/1970, de 19 de diciembre; por
el Real Decreto 2167/1981, de 20 de agosto, por
el que se complementa el anterior, y por el Decreto
2341/1975, de 22 de agosto, para contratos de
fabricación del Ministerio de Defensa.

Los Reales Decretos por los que se aprueben
fórmulas tipo para la revisión de precios de los con-
tratos de obras determinarán el índice o índices
de mano de obra que resulten aplicables a la revi-
sión de precios.

Hasta tanto no se produzca la aprobación pre-
vista en los párrafos precedentes, el índice de la
mano de obra aplicable a las fórmulas-tipo vigentes
reflejará mensualmente el 85 por 100 de la varia-
ción experimentada por el índice nacional general
del sistema de Índices de Precios al Consumo que
elabora el Instituto Nacional de Estadística.»

Tres. Se añade un inciso en el apartado 1, de la
disposición final primera del texto refundido de la Ley
de Contratos de las Administraciones Públicas, insertán-
dose entre el referido a la disposición adicional deci-
mocuarta y el referido a la disposición transitoria tercera,
con la siguiente redacción:

«la disposición adicional decimoquinta.»

El resto del apartado y Disposición quedan con la
misma redacción.

Artículo 72. Modificación de la Ley 26/1999, de 9
de julio, de Medidas de apoyo a la movilidad geo-
gráfica de los miembros de las Fuerzas Armadas.
Arrendamientos de viviendas militares.

Se modifican los siguientes preceptos de la Ley
26/1999, de 9 de julio, de Medidas de apoyo a la movi-
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